
Ejército de 10 de febrero de 1973, se ha dictado sentencia con 
fecha 18 de marzo de 1977, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que con desestimación del recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Luis Martínez López, Alfé­
rez Especialista Picador, del Cuerpo de Picadores a extinguir 
del Ejército de Tierra, contra la resolución del Ministerio del 
Ejército de diez de febrero de mil novecientos setenta y siete, 
confirmatoria, en trámite de reposición, de la dictada por el 
propio Ministerio el dieciséis de diciembre de mil novecientos 
setenta y dos, declaramos que se hallan ajustadas al ordena­
miento jurídico aplicable, y, en su virtud, absolvemos de la 
demanda a la Administración; y no hacemos expresa imposi­
ción a ninguna de las partes de las costas del recurso.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”. definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la Ley 
de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 1956 
(«Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de mayo de 1977.

ALVAREZ-ARENAS

Excmo. Sr. General Subsecretario del Ministerio del Ejército.

18122 ORDEN de 20 de mayo de 1977 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia del Tribunal 
Supremo, dictada con fecha 30 de marzo de 1977, 
en el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por el Comandante de Complemento de la Guardia 
Civil don José Ruiz Corrales

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante, don José Ruiz Corra­
les,: Comandante de Complemento de la Guardia Civil, quien 
postula por sí mismo, y de otra como demandada, la Adminis­
tración Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, contra resolución del Ministerio del Ejército de 31 de 
enero de 1975, se ha dictado sentencia con fecha 30 de marzo 
de 1977, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don José Ruiz Corrales, Comandante 
de Complemento de la Guardia Civil y en situación de retira­
do como perteneciente a la Agrupación Temporal Militar para 
Destinos Civiles, donde ingresó con el empleo de Capitán, con­
tra la resolución del Ministerio del Ejército de fecha dieciocho 
de noviembre de mil novecientos setenta y cuatro, que le de­
negó su solicitud dé pase a la situación de disponible ajena al 
servicio; y no hacemos especial condena respecto a las costas 
causadas.

Así por esta nustra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de mayo de 1977.

ALVAREZ-ARENAS

Excmo. Sr. General Subsecretario del Ministerio del Ejército.

18123 ORDEN de 31 de mayo de 1977 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Territorial de Madrid, dictada con fecha 
15 de abril de 1977, en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Valentín Gil 
Pérez

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre 
partes, de una, como demandante, don Valentín Gil Pérez, quien 
postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la Admi­
nistración Pública, representada y defendida por el Abogado del

Estado, contra las resoluciones del Ministerio del Ejérpcito de 
26 de abril y 8 de julio de 1974, dictada en reposición, se ha 
dictado sentencia con fecha 15 de abril de 1977, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando la causa de inadmisibilidad 
alegada por el Abogado del Estado, y estimando el recurso 
interpuesto por don Valentín Gil Pérez, contra las resoluciones 
del Ministerio del Ejército de veintiséis de abril y ocho de 
julio de mil novecientos setenta y cuatro, dictada en reposición, 
debemos anular las citadas resoluciones por ser contrarias al 
ordenamiento jurídico, y, en su lugar, declaramos que el re­
currente tiene derecho a que se le reconozca el tiempo de 
servicios prestados en el C. A. S. E., tanto con carácter provi­
sional como definitivo, con la "consideración de Oficial a todos 
los efectos, y especialmente al de trienios en la cuantía señala­
da para ellos en la Ley de dos de diciembre de mil novecientos 
setenta, debiendo dictare por la Administración nueva Orden 
con la misma antigüedad que en la Orden impugnada se fija 
para el percibo del devengo, y sin hacer expresa declaración 
en cuanto a las costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. É. muchos años.
Madrid, 31 de mayo de 1977.

ALVAREZ-ARENAS

Excmo. Sr. General Subsecretario del Ministerio del Ejército.

18124 ORDEN de 31 de mayo de 1977 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 19 de abril de 
1977, en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por el Subteniente de la Guardia Civil don 
Marcos Ortiz Lucía.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, domo demandante, don Marcos Ortiz 
Lucía, Subteniente de la Guardia Civil, quien postula por si 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
acuerdos de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justi­
cia Militar de 16 de enero y 3 de abril de 1973, se ha dictado 
sentencia con fecha 19 de abril de 1977, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-admi­
nistrativo deducido por don Marcos Ortiz Lucía, en relación 
con los acuerdos de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de dieciséis de enero de mil novecientos 
setenta y tres, que le fijó la pensión de retiro, y el de tres 
de abril del mismo año, que desestimó el recurso de reposición, 
acuerdos que confirmamos al haber sido dictados de conformi­
dad con el ordenamiento jurídico; sin imposición de las costas 
causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el Bo­
letín Oficial de! Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 31 de mayo de 1977.

ALVAREZ-ARENAS
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar. ‘ -

18125 ORDEN de 31 de mayo de 1977 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 11 de abril de 
1977, en el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por el Policía armado don José Alarcón 
Quirantes.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Alarcón 
Quirantes, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­



dada, la Administración, Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resolución del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 21 de noviembre de 1972, se ha dictado 
sentencia con fecha 11 de abril de 1977, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos-, Que estimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don José Alarcón Quirantes, debemos 
declarar y declaramos nulos, por ser contrarios al ordenamiento 
jurídico, los acuerdos dictados por el Consejo Supremo de Justi­
cia Militar con fechas cuatro de julio y veintiuno de noviembre 
de mil novecientos setenta y dos; el primero, por el que la 
Sala de Gobierno denegó el derecho a pensión de retiro al 
actor, y el segundó, que desestimó el recurso de reposición 
interpuesto contra el anterior; declarando el derecho que 
corresponde al recurrente a que le sea fijadap la pensión de 
retiro que corresponde con arréglo a los años de servicio «im­
putables, conforme al Estatuto de Clases Pasivas, desestimando 
la causa de inadmisibilidad que se opuso; y sin hacer pronun­
ciamiento alguno en cuanto al pago de las costas causadas 
en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», 
todo ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 
de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre 
de 1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 31 de mayo de 1977.

ALVAREZ-ARENAS

Exorno. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

MINISTERIO DE HACIENDA

18126 ORDEN de 14 de mayo de 1977 por la que se 
conceden a cada una de las Empresas que se 
citan los beneficios fiscales a que se refieren las 
Ordenes de la Presidencia del Gobierno de 18 de 
noviembre de 1964 y 13 de agosto de 1966, sobre 
acción concertada por la producción de ganado 
vacuno de carne.

limos. Sres.: En las fechas que en cada expediente en par­
ticular se indican, se han firmado las actas de concierto de 
unidades de producción de ganado vacuno de carne, celebradas 
por el Ministerio de Agricultura y las Empresas que al final 
se relacionan

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.° de 
la Ley 164/1963, de 26.. de diciembre, 10. del Decreto-ley 9/ 
1966, de 3 de octubre, y 46. del Decreto 1541/1972, de 15 de 
junio, compete al Ministerio de Hacienda la concesión de los 
beneficios fiscales.

En consecuencia, este Ministerio, de acuerdo con la pro­
puesta formulada por la Dirección General de Tributos, ha 
tenido a bien disponer:

Primero.—A los efectos del concierto celebrado y teniendo 
en cuenta los planes financieros y técnicos de las Entidades 
concertadas, Se conceden, a cada una de las Empresas que 
se citan, los siguientes beneficios fiscales con arreglo al pro­
cedimiento señalado por la Orden de 27 de marzo de 1965 
y en relación con los tributos cuya gestión y administración 
se atribuye a la Hacienda Pública, en cuanto se deduce de 
los regímenes tributarios especiales de Alava y Navarra.

al Libertad de amortización de las instalaciones que se 
reseñan en el anexo durante los primeros cinco años, a par­
tir del comienzo del primor ejercicio económico en cuyo ba­
lance aparezca reflejado el resultado de la explotación de las 
nuevas instalaciones o ampliación de las existentes.

b) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios 
e impuesto de compensación de gravámenes interiores que 
graven las importaciones de bienes de equipo y utillaje de 
primera instalación, que correspondan a inversiones previstas 
en el acta, siempre que, previo informe del Ministerio de 
Industria, se acredite ciue tales bienes no se fabrican en Es­
paña. Este beneficio se hace extensiva los materiales y 
productos que no produciéndose en España, se importen para 
su incorporación a los bienes de equipo de fabricación nacio­
nal. El plazo de cinco años para el disfrute de esta reduc­
ción se contará, en su caso, a partir del primer despacho

provisional que conceda la Dirección General de Aduanas, de 
acuerdo con lo previsto en la Orden de 4 de marzo de 1976.

c) Reducción del 50 por 100 en los tipos de gravamen 
del Impuesto sobre las Rentas del Capital que grave los ren­
dimientos de los empréstitos previstos en el programa finan­
ciero, así como del que recaiga sobre los intereses de los 
préstamos que la misma concierte con Organismos interna-, 
clónales o con Bancos e instituciones financieras extranjeras. 
La aplicación concreta de este beneficio se tramitará en cada 
caso a través de la Dirección General de Política Financiera, 
de conformidad con lo dispuesto en la Orden ministerial de 
9 de julio de 1971, en la forma establecida por la Orden de 
este Ministerio de 11 de octubre de 1965. Será preciso, - de 
acuerdo con lo previsto en el Decreto-ley de 19 de octubre 
de 1961, que se acredite el destino de tales recursos a la 
financiación de las inversiones reales nuevas a que se refiere 
el anexo del acta de concierto.

d) Reducción del 95 por 100 de las cuotas fijas de la con­
tribución territorial rústica y pecuaria, correspondientes a la 
acción concertada por la Empresa en la forma prevista por 
la Orden de 20 de octubre de 1966, que desarrolla lo dispuesto 
en el artículo 10 del Decreto-ley 8/1966, de 3 de octubre.

e) Para las Empresas que revistan o hayan de revestir 
la condición de Sociedad, se concede, además, el beneficio de 
reducción del 95 por 100 del Impuesto General sobre Trans­
misiones. Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en los 
términos establecidos en el artículo 66-3 del texto refundido 
de la Ley y Tarifas, aprobado por Decreto 1018/1967, de 6 
de abril. Estas Empresas van precedidas de un (1) en la 
relación que se cita.

Los beneficios fiscales anteriormente reseñados que no ten­
gan señalado plazo especial de duración se entienden conce­
didos por el período de Cinco años a, partir de la fecha de 
publicación de la presente Orden. Tales beneficios podrán ser 
prorrogados por la Administración, cuando las circunstancias 
así lo aconsejen, por otro período no superior a cinco años.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obliga­
ciones que asumen cada una de las Entidades concertadas 
en las respectivas cláusulas de las actas de concierto, dará 
lugar de conformidad con lo dispuesto en el párrafo cuarto 
del artículo quinto de la Ley 194/1963, de 28 de diciembre, 
a la suspensión de los beneficios que se le han otorgado en 
el apartado anterior, y, por consiguiente, al abono o reintegro, 
en su caso, de los impuestos bonificados.

No obstante, la Administración podrá no considerar incum­
plimiento, a los efectos de su sanción, con la pérdida de los 
beneficios concedidos, aquel que no alcance una trascendencia 
que repercuta en forma considerable eq el conjunto de la 
realización correcta del proyecto de la Entidad concertada.

En este supuesto, la Administración podrá sustituir la san­
ción de pérdida de los beneficios, por otra de carácter pecu­
niario que se impondrá, previa instrucción del oportuno ex­
pediente, en la forma que se indica en el apartado cuarto 
de esta Orden.

Tercero.—En los casos en que el incumplimiento fuera de­
bido a fuerza mayor o riesgo imprevisible o a demora por 
parte de la Administración en la resolución de las cuestiones 
de las que pudiera depender el cumplimiento, no se producirá 
la suspensión de los beneficios si se acredita debidamente, 
a juicio del Ministerio de Agricultura, la realidad de la causa 
le involuntariedad mencionada.

Cuarto.—Para la determinación del incumplimiento' se ins­
truirá un expediente de sanción que se ajustará a lo esta­
blecido en los artículos 133 al 137 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo y será tramitado en la forma establecida en 
la cláusula undécima del acta de concierto.

Empresa «Eugenio Molleda Suárez», ubicada en Villaviciosa 
y Siero, provincia de Oviedo, setenta y tres cabezas de ga­
nado en varias fincas de los términos municipales de Villa- 
viciosa y Siero (Oviedo).

Empresa «Juan García Liñán», ubicada en Hornachuelos, 
provincia de Córdoba, doscientas treinta y cuatro cabezas do 
ganado en la finca Merquetillas, del término municipal de Hor­
rádmelos (Córdoba).

Empresa «Pedro Diez Casado», ubicada en La Parrilla, pro­
vincia de Valladolid, ciento veinte  cabezas de ganado, para 
una segunda etapa, en varias fincas de los términos muni­
cipales de La Parrilla y Madrigal de las Altas Torres (Va­
lladolid y Avila).

Empresa «Pedro José Llinas Carbonell». ubicada en Son 
Servera, provincia de Baleares, treinta cabezas de ganado en 
varias fincas del término municipal de Son Servera (Baleares).

tmpresa «Gabriel Mezquida Sancho», ubicada en San Lo­
renzo y Artá, provincia de Baleares, cuarenta cabezas de ga­
nado en varias fincas de los términos municipales de San 
Lorenzo y Artá (Baleares).

Empresa «José Ramón Badiola García», ubicada en Gozón, 
provincia de Oviedo, treinta y siete cabezas de ganado en 
varias fincas del término municipal de Gozón (Oviedo).

Empresa «Pedro Riera Comas y Narciso Riera Casadevall», 
ubicada en Cassa de la Selva, provincia de Gerona, cuarenta 
cabezas de garado, para una segunda etapa, en la finca Manso 
Violant, del termine municipal de Cassa de la Selva (Gerona).

Empresa «Miguel Llul Vallespir», ubicada en San Lorenzo,


